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Transformando el mercado laboral: avances desde una perspectiva de género
A lo largo de la historia, la comunidad LGBTI se ha visto vulnerada y marginalizada históricamente por la mayoría de los estamentos sociales, pero principalmente la población trans. Esta población se ha visto más damnificada por el panorama colombiano, donde se ha acrecentado un esquema de violencia sistemática, que fomenta el odio, la discriminación y la falta de protección a los derechos constitucionales.
Para la realización de este trabajo es menester definir identidad de género, persona transgénero y personas cisgénero. La identidad de género se refiere a la percepción individual, que en últimas es construida por la persona, con base en conceptos asociados al género. En este orden de ideas, se debe comprender que las personas trans son aquellas que su identidad de género no corresponde a lo socialmente establecido, lo cual es asociado con el sexo asignado al nacer (Fundación GAAT, s.f.). Por otro lado, según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2015), una persona es cis “cuando la identidad de género de la persona corresponde con el sexo asignado al nacer” (2015).
En Colombia la discriminación y marginalización que viven las personas trans tiene lugar gracias a la falta de comprensibilidad y entendimiento de las personas, quienes se han formado y se han permeado de tendencias conservadoras, donde el visto bueno es para el binarismo de género, y cualquier cosa diferente es rechazado y se intenta eliminar. De esta manera, se debe comprender que hay personas en el territorio nacional con “vivencias, comportamientos, actitudes e identidad que van más allá de lo aceptado socialmente para las categorías” (Fundación GAAT, s.f.). Así, en el constructo social establecido y aceptado en gran parte de Colombia, se tiende a tener creencia y fe de un tránsito legítimo, lo cual es erróneo comprendiendo que las vivencias referentes a temas de géneros son diversas. Por ende, es impermisible e ilógico pretender que todas las decisiones que las personas abordan sobre sus cuerpos o sus vidas van encaminadas en una misma dirección. En consecuencia, hablar de un “tránsito legítimo” significa ignorar la realidad de una parte de la población.
Es por esto que la población trans se encuentra con diversas barreras en los diferentes sectores de la vida, como lo es la salud, la vivienda, la educación, lo laboral, entre otros. Para el sector laboral, en específico, existen barreras económicas, culturales y legislativas que dificultan un ascenso o inclusión en el sector formal del mercado laboral colombiano, que perpetua la discriminación sistemática y la baja calidad y esperanza de vida de esta población. Es aquí donde entran los derechos fundamentales, que según la sentencia T-571 de 1992 de la Corte Constitucional, se definen como aquellos 
 que pertenecen a toda persona en razón a su dignidad humana. De allí que se pueda afirmar que tales derechos son inherentes al ser humano: es decir, los posee desde el mismo momento de su existencia -aún de su concepción - y son anteriores a la misma existencia del Estado, por lo que están por encima de él.
Es decir, que los derechos fundamentales o derechos humanos, hacen referencia a esas reglas de juego formales, escritas y legitimas, que pretenden eliminar o disminuir la violencia sistemática que viven día a día esas personas que son diferentes a lo convencional, en este caso, las personas trans. Cabe reconocer que los derechos humanos entran al ordenamiento jurídico colombiano con la Constitución Política de 1991, y se contemplan en el primer capítulo. Es en el artículo 23 de la misma donde aparece el empleo como un derecho fundamental: 
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.
2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.
3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.
4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses.
En teoría, este es el marco jurídico que engloba y asegura la protección de esta minoría en el mercado laboral, pues el ser diferente en termino de género, no significa también una diferencia ante la ley. Sin embargo, al analizar la situación se logran encontrar evidencias que demuestran lo contrario, pues en el entorno laboral, las personas no están capacitadas, ni han crecido alrededor de un imaginario donde el trato igualitario a las personas trans sea un principio. Esto genera un entorno incómodo para las personas trans, que resultaran ingresando al mercado informal. Esto nos lleva a preguntarnos, ¿han sido suficientes los cambios institucionales formales en el contexto colombiano, en los últimos 31 años, para disminuir las barreras de la población trans en cuanto al acceso a empleos dignos y bien remunerados, que resulten en la mejora de la calidad de vida?
A partir de la Constitución Política de 1991 se amplía el régimen de protección de derechos para la diversidad sexual, que han dado lugar al reconocimiento de derechos laborales para la población trans.  Sin embargo, son los cambios institucionales informales los que obstaculizan el progreso, la consecución de un mejor nivel de vida y trato igualitario de esta población.

Formalizando garantías
La Constitución Política de Colombia de 1991 significó un hito para el marco jurídico de la nación, por ello, tuvo aportes significativos en temas de igualdad y no discriminación. Estos se encuentran desde el preámbulo de esta y se profundizan en los artículos 1, 2, 5 y 13, los cuales permean el marco jurídico. Se debe entender que según el artículo 4 de la Constitución Política (1991), “La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”. De esta manera, la jerarquía normativa de Colombia refleja que la carta política se encuentra en un rango superior, lo que quiere decir que, es fuente de validez para las de rangos inferiores y de esto depende la coherencia y la armonía del sistema jurídico.
Aunado a ello, se evidencia intentos globales que buscan incentivar “a la no discriminación en el acceso, permanencia y goce de los derechos de trabajadores auto identificados como sexualmente diversos” (Galvis, Parra & Rocha, 2019). Estos intentos provienen de la declaración de los derechos humanos y la Conferencia internacional del trabajo (1996). Por ende, se puede hablar de un marco legal internacional que tiene incidencia en el panorama jurídico nacional.
En Colombia a través del decreto 762 de 2018 se adopta “la Política Pública para la garantía del ejercicio efectivo de los derechos de las personas que hacen parte de los sectores sociales LGBTI y de personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas”. Este decreto surge considerando distintos temas jurídicos (instituciones formales), que propiciaron el espacio necesario para la formación de esta política pública (Decreto 762 de 2018). Adicionalmente, este decreto tiene tres objetivos primordiales:
1. Promover y garantizar el ejercicio de los derechos civiles y políticos, estableciendo como principales el derecho a la vida, integridad, seguridad, libertad y a la tutela judicial.
2. Garantizar el ejercicio del derecho a la participación de los sectores sociales LGBTI. 
3. Promover y garantizar el ejercicio de los derechos sociales, culturales y económicos, resaltando la salud, trabajo, recreación, deporte, vivienda y cultura. (Decreto 762, 2018) 
También, se encuentra el artículo 130 de la Ley 1753 de 2015, mediante el cual se adoptó el Plan Nacional de Desarrollo “Prosperidad para Todos”, en el marco de este Plan se establece que el Ministerio de Interior debe llevar a cabo acciones necesarias tendientes a la implementación y seguimiento de la Política Pública LGBTI. Además, mediante la ley 1752 de 2015, se dictaron disposiciones para sancionar penalmente prácticas discriminatorias (Decreto 762 de 2018).
Profundizando en temas laborales se encuentra el decreto 062 de 2014, donde se promueven “Ambiente laborales inclusivos”, a través de instrumentos que permitan reconocer “formas de discriminación desde y hacia servidores públicos; el desarrollo de estrategias que reduzcan los mecanismos de discriminación y; el desarrollo de procesos, procedimientos y manuales para garantizar a toda la población LGBT sus derechos” (Jiménez, Cardona, & Sánchez. 2017) (Citado en Galvis, Parra & Rocha, 2019).
Por otro lado, es importante resaltar el rol que ha tenido la Corte Constitucional de Colombia, teniendo en cuenta que este un órgano estatal que hace parte de la rama judicial que emite sentencias, las cuales sirven como precedentes para el constante desarrollo del sistema jurídico (jurisprudencia). En este orden de ideas, la Corte Constitucional se ha pronunciado respecto a la autonomía de las personas para definir su orientación sexual e identidad de género (SU.337 de 1999, T-551 de 1999, C-557 de 2011, entre otras). Aunado a ello, esta Corte ha determinado reglas constitucionales para el acceso al cambio del componente nombre y sexo (sentencias T-087 de 2014, T-797 de 2012 y T-099 de 2015), a procesos de reafirmación genital o de transformaciones corporales asistidas médicamente en el Sistema General de Seguridad Social en Salud (sentencias T-450A de 2013 y T-622 de 2014) y la regulación de la situación militar (sentencias T-476 de 2014 y T-099 de 2015). Por último, en la sentencia T-314 de 2011 esta Corte estableció que la ausencia de condiciones que garanticen la igualdad en casos de personas pertenecientes a grupos marginalizados y discriminados históricamente, lo cual ha implicado la anulación o limitación de derechos como el acceso al trabajo, la ciudadanía plena, la salud y la educación (Decreto 762 de 2018).
En este punto se observa, que la Corte ha realizado avances direccionados a construir y consolidar “un enfoque diferencial frente al alcance de los derechos fundamentales a la dignidad, autonomía, libre desarrollo de la personalidad e igualdad” (Sentencia T-099/2015). Así, construyendo pilares fundamentales en el tema de respeto y garantía de los derechos humanos.
Por otra parte, en el 2008, dentro del marco de las Naciones Unidas se promulgó la ‘Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género’, la primera resolución adoptada por un organismo internacional, para promover la protección de los derechos de las personas transexuales. Esta denuncia la discriminación justificada por diferencias de orientación sexual e identidad de género. Además, esta incita a los Estados a adoptar medidas para garantizar que no haya sanciones penales, torturas, o demás violaciones de derechos humanos (Sentencia T-099/2015). 
Contemporáneo a esto, se observa que la Organización de Estados Americanos han tenido interés en evitar la trasgresión de los derechos humanos cometidos por temas de orientación sexual o su identidad de género. Por este motivo, la Asamblea General de dicha institución se han emitido resoluciones para garantizar que no se perpetúen actos de discriminación, como la resolución AG/RES.2345 que refleja la preocupación de este organismo multilateral. Además, la resolución AG/RES.2600 donde la “Asamblea General exhortó a los Estados a tomar medidas para prevenir la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género” (Sentencia T-099/2015). 
Por otra parte, en el 2013, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en su informe sobre Colombia señaló las particulares condiciones de vulnerabilidad y discriminación que enfrentan las personas LGBTI a nivel Nacional. Así mismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos han sostenido la obligación que tiene el Estado para prevenir la violación de los derechos fundamentales del colectivo LGBTI. 
Otro órgano internacional que se ha pronunciado al respecto es la Organización de Estados Americanos, que manifestó preocupación sobre los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos a causa de temas de orientación sexual e identidad de género (Decreto 762 de 2018).
En este orden de ideas, el marco jurídico internacional también hace parte de esas normas de rango superior que permean el funcionamiento del resto del sistema jurídico colombiano. De esta manera, la preocupación por querer erradicar la discriminación ejercida hacia personas trans, se visualiza como un tema de carácter internacional.
Lo mencionado anteriormente, tiene relación directa con el tema trabajo decente y productivo, porque ha permitido fragmentar barreras legales y administrativas, lo que refleja una mejoría en la situación de estas personas a través de instituciones formales. Así, tratando de desvincular ese concepto de trabajos transexualizados de la realidad de estas personas. Verbigracia, el documento de identidad representa una barrera, debido a que cuando su identidad de género no corresponde con el sexo registrados en dicho documento, las personas trans se ven coactadas a revelar su identidad. Esto ha sido uno de los casos que se ha tratado de mitigar a través del marco jurídico (OutRight Action International. 2016).

Bicultura estancada
Ahora bien, aunque existan garantías institucionales formales que se suponen deben incentivar y asegurar la protección de esta población minoritaria, existen barreras culturales, o instituciones informales que impiden la correcta protección e inclusión en el mercado formal de las personas trans. Como bien se menciona anteriormente, y según Laura Weinstein, directora del Grupo Acción y Apoyo a Personas Trans (GAAT), la población trans se suele emplear en oficios impuestos socialmente o “transexualizados” como la prostitución o la peluquería. (Cortés, 2019). Estos trabajos, 
funcionan “como recodos laborales marginales, que se caracterizan también por su baja remuneración, inestabilidad temporal y por no otorgar ningún tipo de prestaciones o seguridad social, pero que además cargan con la impronta sociocultural que pretende impedir la movilidad (vertical u horizontal) hacia otros espacios de trabajo para las mujeres trans que los realizan, pues al naturalizar su presencia en ellos, se construye y mantiene el imaginario de que ‘sólo para eso son buenas’ (OutRight, 2016).
Por otro lado, se debe prestar atención a que
la relación entre el mercado laboral y la perspectiva de género se ha evidenciado en el caso trans históricamente, a través de la dependencia de la expresión de su identidad de género. De esta manera, se observa que los espacios laborales están relacionados directamente con los estereotipos que existen sobre este colectivo y como se relacionan con los oficios (Cuesta & Gonzáles, 2016).
Estos estereotipos resultan en la discriminación sistemática y vulneración de derechos de esta población. Asimismo, claro está que esto se debe a los diferentes obstáculos que la población trans presenta a la hora de buscar un empleo. Teniendo en cuenta que “la posibilidad de ingresar al mercado laboral está mediada por las capacidades, habilidades, experiencia y formación formal” (Galvis; Parra & Rocha, 2019, pg. 43), las personas trans cuentan con varias barreras al acceso del mismo gracias a sus experiencias. Por un lado, en el caso de la formación educativa,
existen barreras al acceso de formación, debido a que muchas de las personas transgénero no cuentan con apoyo familiar, y dado que en los centros educativos no se habla de forma abierta de temas de sexualidad, está población se ve sometida a altos niveles de estrés a raíz del bullying o matoneo; lo que en consecuencia aumenta el nivel de deserción e impide continuar con los procesos formativos y por consiguiente dificulta a su vez aún más el acceso al ámbito laboral (Galvis; Parra & Rocha, 2019, pg. 43)
Es decir que, si bien las personas trans cuentan con acceso al sistema educativo, su permanencia en él se obstaculiza gracias a que las personas crean un ambiente violento e incómodo para estas, resultando en un alto nivel de deserción académica. Esta situación tiene un efecto en bola de nieve, en cuanto la falta de educación básica primaria convierte al acceso a la educación superior mil veces más difícil, lo que resultará en un perfil poco elegible en el sector formal del mercado laboral, malas condiciones de vida y garantías casi nulas para el futuro. De hecho, 
El estudio ‘Línea base PPLGBT'’ evidenció en 2018 que la población trans en Bogotá, por ejemplo, registra un escaso nivel educativo: solo el 7,89 por ciento de mujeres trans accede a la universidad, frente al 14,29 por ciento de los hombres trans. El bachillerato solo lo completa un 57,89 por ciento y un 57,14, respectivamente (Moreno, 2021).
Otro obstáculo que se puede evidenciar está relacionado con la documentación oficial de las personas. Pues, “para la población transgénero, implica costos adicionales altos y, para muchos de ellos resulta imposible responder económicamente por estos gastos; generándose entonces una disonancia entre el sexo registrado en su documento de identificación y la apariencia física que proyecta” (Galvis; Parra & Rocha, 2019, pg. 43). Cabe resaltar que fue hasta el 2015, con el Decreto 1227 del Ministerio de Justicia, que se abrió la posibilidad de realizar el cambio de sexo en la cedula. Y este, según la Superintendencia, implica que el pago de rigor y que el proceso se haga ante un notario, a quien hay que presentarle tres documentos personales: copias simples del registro civil y la cédula, y una declaración bajo la gravedad de juramente que indique el deseo de hacer el trámite (citado en Londoño, 2018). Asimismo, es importante reconocer que el pago de este proceso no cuenta con una tarifa fija, es decir, que el monto es estipulado por la notaria y el rango de precios puede llegar a ser muy alto. Sumado a esto, según Juan Felipe Rivera, abogado perteneciente a la organización Colombia Diversa, hay notarías que se rehúsan a hacer el trámite y ponen problemas para su realización (citado en Canal Institucional, 2020).
A lo anterior, como se puede evidenciar, se suma el aspecto cultural o institucional, aunque se puede decir, que más bien esta interrelacionado, pues tanto en las barreras de educación como en las barreras de documentación se socializan actos de discriminación que dan a conocer el código de conducta o ideas que la sociedad tiene respecto a la población trans. En el caso específico de la entrada al mercado laboral formal, 
bajo las provisiones legales, los empleadores deben solicitar a los candidatos su documento de identidad. Cuando su identidad de género no corresponde con el nombre o el sexo registrado en su documento de identidad, las personas trans se ven obligada a revelar su identidad trans. Esto, en la mayoría de los casos, significa que la persona, por ende, no será contratada (OutRight, 2016).
Por su lado, la educación perpetua actos discriminatorios en los manuales de convivencias de las diferentes entidades educativas, comportamiento de administrativos y docentes que resaltan la falta de capacitación de los mismo, entre otros. De este modo, 
estudios sobre este tema revelan que el 79% de las personas trans han sido discriminadas en su lugar de trabajo; solo el 5,3% de ellas han firmado un contrato laboral; y el 40% de ellas han sido forzadas a vestirse y a actuar de manera diferente en el lugar de trabajo (OutRight, 2016).
Por su parte, las empresas, como se mencionó anteriormente, usualmente no contratan a las personas trans, gracias a las instituciones informales características de la sociedad colombiana que han perpetuado la transfobia a lo largo del tiempo y sistemáticamente. El factor educativo también es muy importante, pues la baja preparación de la población trans, la pone en desventaja, en términos competitivos, frente al resto de la población que si cuenta con educación básica y universitaria completa. Es decir, que la población trans no es atractiva para el mercado laboral formal pues no cuenta con las aptitudes y requerimientos mínimos y requeridos por las diferentes empresas y entidades que componen este sector.
Por otro lado, según Catalina Rivas, activista y coordinadora de comunicaciones de la Red Somos ONG, la oferta laboral de las mujeres trans en Colombia es muy remota, y casi no hay oportunidades educativas ni laborales (citado en Solano, 2020). De este modo, “las personas trans no pueden aspirar a tener un trabajo profesional, pues la sociedad no está dispuesta a aceptarlo” (OutRight, 2016), ya que
no sólo ocurre que se les niega el empleo después de entrevistas de trabajo, estigmatizando y considerándolas como inferiores a las personas cisheterosexuales en su desempeño laboral, también ocurre que aquellas que transitan en su trabajo suelen ser hostigadas y con el tiempo despedidas (Borella et al, s.f.).
Adicionalmente, según un estudio del Centro Nacional de Consultoría y la Cámara de Comerciantes LGBT, en 2016 apenas cuatro de cada cien personas trans en Colombia tenían un contrato laboral formal (citado en Cortes, 2019). Muchos de esos casos, han sido resultado de la injerencia de las instituciones formales en las informales. Es decir que, a lo largo de la historia, se han visto varios ejemplos de personas trans que han superado estos obstáculos, con ayuda de mecanismos institucionales formales, como tutelas, derechos de petición, y demás; que han logrado dejar un precedente para las generaciones trans venideras. 
Por ejemplo, según William Moreno, reportero de El Tiempo, Andrea Cortes, que es la primera mujer trans en hacer parte de la Fuerza Pública en Colombia, comenzó su carrera en la policía siendo hombre, y una vez decidió hacer la transición legal a mujer, la institución le notifico que no podían aceptar el cambio de su nombre y sexo. A lo que ella respondió con la instauración de una tutela contra la policía. Esta tuvo éxito cuando el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Popayán le notificó a la policía que debían reconocer el derecho al desarrollo de la libre personalidad, la personalidad jurídica, la vida digna y la igualdad. 
Otro ejemplo, es el de Helena Herrán, mujer trans que después de cumplir con los requisitos para acceder a la pensión, Colpensiones se la negó argumentando que los requisitos que ella debe cumplir son los de un hombre. A lo que ella respondió interponiendo una tutela. Esta batalla termino luego de 5 años y decisiones en tres instancias judiciales.
Y, por último, el ejemplo de Kim Zuluaga. Quien decidió iniciar su transición a mujer a los 16 años, es decir, mientras seguía en el colegio, se le negó la entrada al mismo después de utilizar un “uniforme de niña” y que las directivas del colegio la acusaran de ser una mala influencia para sus compañeros. Esto la llevo a interponer una tutela, que perdió y no apelo. Sin embargo, casi un año después la Corte Constitucional fallo a su favor.
Como se puede evidenciar en los ejemplos, la principal herramienta que utilizan las personas trans para conseguir que se respeten sus derechos es la tutela y esto se debe a que muchos de los derechos que se vulneran son los fundamentales, y la tutela es el medio, por excelencia, que se encarga de la reivindicación de estos. 
Ahora bien, 
actualmente hay una serie de iniciativas públicas y privadas que pretenden facilitar la incursión de esta población al trabajo formal. Pride Connection, por ejemplo, es una red conformada por 25 empresas que se comprometen a garantizar espacios laborales seguros para la población LGBT e incentivar su contratación. La red incluye organizaciones como Procolombia, Discovery, Sodexo, IBM, entre otras (Cortes, 2019).
En conclusión, y como se puede evidenciar, son las instituciones formales las que se están encargando del cambio de las instituciones informales. Esta situación resulta un poco contradictoria, pues normalmente, son las informales las que se encargan del cambio y/o actualización de las formales. En este punto es importante reconocer que,
Colombia está entre los líderes de América Latina en materia de legislación y políticas de protección de los derechos de las personas trans. Un sólido marco de derechos humanos, una Constitución progresiva y jurisprudencia positiva de la Corte Constitucional han contribuido a este progreso (OutRight Action International, 2016).
De este modo, se debe empoderar a la población trans para que pueda defender de forma efectiva sus derechos, con el fin de que se logre un cambio total de las instituciones informales. Aunque, también se debe recalcar que el mercado para las personas trans actualmente cuenta con limitadas ofertas de trabajo que perpetúan la situación precaria de esta población. Y no solo eso, sino y como se menciona anteriormente, una vez se consiga un empleo la permanencia en este, siendo una persona trans, puede llegar a ser imposible gracias al entorno creado por las actitudes y creencias de los compañeros, y las creencias de los directivos. Por esto, no sería desacertado el planteamiento de un mecanismo como el de la ley de cuotas, donde se le garanticen ciertos puestos de trabajo a esta población. Pero se debe ser cuidadoso al implementar este mecanismo, ya que puede llegar a ser contraproducente. Esto se debe a que no se debe contratar a personas solo porque cumplen con un requerimiento legal de diversidad, sino que se debe entender como un mecanismo que garantiza la igualdad entre personas, pues ser trans puede llegar a ser un impedimento para la obtención de un trabajo. Asimismo, este mecanismo debería ser un impulsor o patrocinador de una mejor vida para estas personas.
Por otro lado, actualmente, las personas trans se encuentran más que todo en el sector informal del mercado laboral, es decir, que no cuentan con garantías como pensión, salud, seguro social, entre otras. Esto no garantiza un consumo futuro ni la obtención completa de las necesidades. Y, de cierta forma, incentiva que esta población continúe siendo marginada. 
Por último, se debe encontrar una forma de cambiar definitivamente esos rasgos de las instituciones informales colombianas fundamentadas en el binarismo de género, que en ultimas es la que impide la correcta integración o socialización de las instituciones formales creadas para la protección de los derechos de las personas trans en general.
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